Medellín, 27 de noviembre de 2024

Honorable Sala Plena Corte Constitucional Bogotá D.C.  
E.S.D.
Referencia: acción pública de Inconstitucionalidad en contra de los artículos 9 y su parágrafo, y artículo 12 de la ley 576 de 2000. (febrero 15) Diario Oficial No 43.897, de 17 de febrero de 2000
Carolina Martínez Mejía, Carlos Andrés Gómez García, Alan Averson Arias Palacios, identificados como aparece al pie de nuestras firmas; actuando en nuestra calidad de ciudadanos colombianos en ejercicio, presentamos la siguiente demanda de inconstitucionalidad en contra de los artículos 9 y su parágrafo y 12 (parciales) de la ley 576 de 2000.
Por razones de orden discursivo, el presente escrito se divide en tres secciones. En la primera sección se transcribe la norma demandada, se hacen explícitas las solicitudes de inconstitucionalidad y se indican las normas constitucionales violadas. En la segunda sección se desarrolla el cargo que delimita el concepto de la violación en términos claros, suficientes, específicos y pertinentes. En la tercera sección se estudian las cuestiones de admisibilidad.
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1.1. Norma demandada
Las disposiciones normativas objeto de esta demanda son los apartes subrayados y en negrillas de los artículos 9 y su parágrafo, y artículo 12 LEY 576 DE 2000 (febrero 15) Diario Oficial No 43.897, de 17 de febrero de 2000
LEY 576 DE 2000
(febrero 15)
Diario Oficial No 43.897, de 17 de febrero de 2000
EL CONGRESO DE COLOMBIA
Por la cual se expide el Código de Ética para el ejercicio profesional de la medicina veterinaria, la medicina veterinaria y zootecnia y zootecnia

ARTÍCULO 9o. Para los efectos de la presente ley, adóptense los términos contenidos en el juramento aprobado en el siguiente texto:
"Juro, en el nombre de Dios, cumplir la Constitución y leyes de mi patria y todas las obligaciones inherentes a la profesión de medicina de los animales y la zootecnia. Protegeré al hombre de las enfermedades que los animales puedan transmitir y emplearé las técnicas necesarias para obtener de los animales los alimentos que lo beneficien, respetando los ecosistemas y evitando riesgos secundarios para la sociedad y su hábitat mediante el uso de insumos y prácticas con tecnologías limpias, defendiendo la vida en todas sus expresiones. Honraré a mis maestros, hermanaré con mis colegas y enseñaré mis conocimientos dentro de la misión científica con generosidad y honestidad. Prometo estudiar y superarme permanentemente para cumplir con eficiencia la labor profesional encomendada. Enalteceré mi profesión cumpliendo bien, siempre y en todo momento, las normas y preceptos de la Ley de Ética Profesional".
PARÁGRAFO. Quien aspire a ejercer como médico veterinario, como médico veterinario y zootecnista o como zootecnista, deberá previamente conocer y jurar cumplir con lealtad y honor el anterior juramento en el mismo momento de recibirse como profesional, con el fin de dar cumplimiento al primer precepto de esta ley.
ARTÍCULO 12. Tanto los animales, como las plantas, son medios que sirven al hombre para el mejor desarrollo y perfeccionamiento de su vida y al tener la condición jurídica de cosas, constituyen fuente de relación jurídica para el hombre en la medida de su utilidad respecto de éste. El hombre es poseedor legítimo de estos y tiene derecho a que no se lleve a cabo su injusta o inútil aniquilación.
1.2. Peticiones
Primera principal. Se solicita que la Corte Constitucional declare la INEXEQUIBILIDAD de las expresiones “Juro, en nombre de Dios” contenida en el artículo 9 de la Ley 576 de 2000 y la expresión “Quien aspire a ejercer como médico veterinario, como médico veterinario y zootecnista o como zootecnista, deberá previamente conocer y jurar” contenida en el parágrafo único del artículo 9 de la Ley 576 de 2000.
Segunda. Se solicita que la Corte Constitucional declare la INEXEQUIBILIDAD de la expresión “son medio que sirven al hombre para el mejor desarrollo y perfeccionamiento de su vida y al tener la condición jurídica de cosas” 12 (parciales) de la LEY 576 DE 2000, bajo el entendido
1.3. Normas constitucionales violadas
Las expresiones demandadas contenidas en los artículos 9 y 12 (parciales) de la Ley 576 de 2000 transgreden lo dispuesto en las siguientes normas constitucionales:
ARTÍCULO 8o. Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y naturales de la Nación.
ARTÍCULO 18. Se garantiza la libertad de conciencia. Nadie será molestado por razón de sus convicciones o creencias ni compelido a revelarlas ni obligado a actuar contra su conciencia.
ARTÍCULO 19. Se garantiza la libertad de cultos. Toda persona tiene derecho a profesar libremente su religión y a difundirla en forma individual o colectiva. 
Todas las confesiones religiosas e iglesias son igualmente libres ante la ley
ARTICULO 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo.
Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines.
ARTÍCULO 93. Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno.
Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia.
El Estado Colombiano puede reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional en los términos previstos en el Estatuto de Roma adoptado el 17 de julio de 1998 por la Conferencia de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas y, consecuentemente, ratificar este tratado de conformidad con el procedimiento establecido en esta Constitución.
La admisión de un tratamiento diferente en materias sustanciales por parte del Estatuto de Roma con respecto a las garantías contenidas en la Constitución tendrá efectos exclusivamente dentro del ámbito de la materia regulada en él
ARTÍCULO 95. La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la comunidad nacional. Todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla. El ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades.
Toda persona está obligada a cumplir la Constitución y las leyes.
Son deberes de la persona y del ciudadano
(...)
8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un ambiente sano;
En la siguiente sección, relativa a los cargos y concepto de violación, se desarrollarán los argumentos que sustentan la petición de exequibilidad condicionada.

Esta demanda en contra del artículo 9 y su parágrafo (parcial), y el artículo 12 (parcial) de la Ley 576 de 2000 contempla dos tesis principales que pueden expresarse así. En primer lugar, el artículo 9 y el parágrafo de dicha disposición son violatorios del artículo 19 de la Constitución, ya que obliga a quien aspire a ejercer como médico veterinario, médico veterinario zootecnistao  zootecnista a jurar bajo una expresión religiosa. Por otro lado, el artículo 12 de la misma ley, al considerar a los animales como "cosas" y medios para el desarrollo humano es inconstitucional, porque va en contra del reconocimiento de los animales como seres sintientes establecido por la Constitución, los principios de bienestar animal y ética ambiental, y evolución del derecho comparado.
En razón de lo anterior, se hace necesaria la declaratoria de exequibilidad condicionada de las normas antedichas.
2.1. CARGO PRIMERO. Violación a los principios de laicidad del Estado y libertad de culto (vulneración arts. 18 y 19 de la Constitución Política de 1991)
Para sustentar la inconstitucionalidad del artículo 9 y su parágrafo de la Ley 576 de 2000, que contempla un juramento en el nombre de Dios para ejercer la profesión de medicina veterinaria, medicina veterinaria y zootecnia o zootecnia, se pueden emplear los siguientes argumentos basados en el derecho constitucional colombiano.
Los principios de separación y neutralidad son fundamentales para garantizar las libertades individuales y la dignidad humana, permitiendo a las personas diseñar sus planes de vida según sus propias creencias y convicciones.
En la Sentencia C-350 de 1994
, la Corte Constitucional identificó cinco tipos de relaciones entre el Estado y las confesiones religiosas: (i) Estados confesionales sin tolerancia religiosa, donde se adopta un credo oficial y se limitan otras religiones; (ii) Estados confesionales con tolerancia religiosa, que permiten la práctica de diversas religiones pese a tener una oficial; (iii) Estados con una orientación confesional, que favorecen un credo específico debido a su predominio social; (iv) Estados laicos con plena libertad religiosa, como Colombia, que aseguran una separación estricta entre Estado y religión, protegiendo todas las creencias por igual; y (v) Estados oficialmente ateos, que no permiten la práctica religiosa .
En el artículo 1 de la Constitución Política se constituye a Colombia como un Estado social de derecho, organizado en forma de república unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista. Por tanto, la imposición de un juramento religioso contradice el principio de pluralismo y la neutralidad del Estado en materia religiosa. 
Aunque la Constitución de 1991 no menciona explícitamente la laicidad del Estado colombiano, la Corte Constitucional ha determinado que este principio se infiere de los valores y derechos en la Carta Política, sustituyendo la designación de la religión católica como oficial en la Constitución de 1886 por un sistema que garantiza la libertad de cultos, conforme al artículo 19 de la Constitución. La Ley 133 de 1994 reforzó este principio, estableciendo que ninguna religión será oficial, aunque el Estado no es ateo o agnóstico, y reconoce la diversidad religiosa sin discriminación.
    .
La laicidad se compone de derechos y principios destinados a garantizar la libertad religiosa plena, no como un fin en sí mismo, sino como un medio para proteger dicha libertad. Los derechos fundamentales que sustentan la laicidad son la libertad de culto y de conciencia, apoyados por los principios de neutralidad estatal en asuntos religiosos y la separación entre Estado e iglesia.
La laicidad, por su naturaleza compleja, puede generar conflictos entre sus componentes, lo cual requiere que el juez constitucional equilibre adecuadamente estas tensiones para mantener la compatibilidad de todas las garantías asociadas a este principio.
La importancia de la laicidad radica en su capacidad para promover la convivencia pacífica en una sociedad diversa, asegurando que la supremacía constitucional prevalezca sobre cualquier doctrina religiosa.
A continuación, se examinan los derechos y principios que integran la laicidad según las normas y jurisprudencia constitucionales.
Derechos a la libertad de cultos y de conciencia
El artículo 18 de la Constitución protege la libertad de conciencia, garantizando que nadie sea molestado por sus creencias ni obligado a actuar en contra de ellas. La Corte Constitucional ha destacado que este derecho es fundamental para la libertad religiosa y de cultos, permitiendo a las personas adoptar decisiones sobre sus convicciones y prácticas sin intervención estatal arbitraria.
Respecto de este derecho fundamental, indicó la Corte Constitucional que “Esta libertad protege la autonomía de pensamiento y de acción individual, voluntaria y consciente, en contraposición a la imposición de un determinado proceder. De este modo, permite que cada persona regule su vida de acuerdo con sus creencias y convicciones, que no necesariamente con un credo, confesión o religión determinada”

A su vez, señaló la Corte Constitucional que “Esta libertad ampara tres garantías fundamentales: en primer lugar, la de conservar las convicciones en secreto, sin que nadie pueda ser obligado o violentado para revelarlas. Por tanto, prohíbe la intromisión estatal y de particulares en el fuero individual y, salvo que se cuente con la voluntad expresa del titular, no es posible acceder a sus pensamientos. En segundo lugar, una vez los pensamientos se expresan o comunican, la garantía se extiende a no ser presionado o molestado por la manifestación de dichas convicciones. Por último, ampara la prerrogativa de no ser obligado a actuar en contra de sus íntimas convicciones personales, de donde se ha derivado la objeción de conciencia”

En definitiva, sobre esta garantía constitucional, la Corte Constitucional ha esbozado que “De conformidad con la jurisprudencia constitucional, el concepto de conciencia al que hace referencia la disposición constitucional en cita comprende el propio e íntimo discernimiento acerca de lo que está bien y lo que está mal; de allí que la disposición proteja el derecho a la conciencia moral, es decir, al juicio moral sobre la propia conducta. Es por esta razón que esta libertad avala la facultad de formular juicios prácticos en relación con lo que resulta ser una acción correcta frente a un determinado evento. En otras palabras, hace referencia a la potestad de cada persona para discernir entre lo que resulta ser el bien o el mal moral en o frente a una determinada situación y, conforme a esta, guiar su conducta, sin que alguna de tales determinaciones pueda ser incentivada u objeto de una intervención desproporcionada por parte del Estado o de terceros.”

Por otro lado, la libertad religiosa y de cultos, consagrada en el artículo 19 de la Constitución y desarrollada por la Ley 133 de 1994, abarca una serie de garantías, incluyendo el derecho a profesar y cambiar de religión, practicar actos de culto, recibir educación religiosa y no ser discriminado por motivos religiosos .Sin embargo, el derecho a la libertad religiosa no es absoluto y puede ser limitado por razones de seguridad, salud pública y otros elementos del orden público, conforme a la Ley 133 de 1994, causales que no se corresponden con el objeto de esta demanda.
Internacionalmente, este derecho se reconoce en el artículo 18 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ratificado por la Ley 74 de 1968, y el artículo 12 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, ratificado por la ley 76 de 1972, que garantizan la libertad de adoptar, cambiar y practicar religiones o creencias con las limitaciones necesarias para proteger otros derechos y el orden público y que hacen parte del bloque de constitucionalidad. 
La Corte Constitucional ha subrayado que la libertad religiosa protege tanto las creencias internas como su manifestación externa, siendo esencial para la coherencia entre las convicciones personales y las prácticas religiosas, un componente central de la libertad de conciencia.
En la Sentencia SU-626 de 2015, la Corte Constitucional delineó la naturaleza de la libertad religiosa, subrayando que es un derecho de libertad que impide imposiciones o prohibiciones estatales y protege la autonomía individual para adherir a una fe, practicar culto y transmitir creencias.
Las restricciones a la libertad religiosa deben ser mínimas y sólo justificadas por principios constitucionales y legales en una sociedad democrática. Las limitaciones no deben afectar la creencia en sí misma, sino solo las acciones derivadas de la religión que puedan interferir con otros derechos o el orden público.
Igualdad y No Discriminación:
En el artículo 13 de la Constitución Política de Colombia se contempla que todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación. En tal marco, imponer un juramento en el nombre de Dios discrimina a quienes no comparten esas creencias religiosas, afectando su derecho a igualdad de oportunidades.
Principios de neutralidad del Estado y separación del Estado y las iglesias
Los principios de neutralidad y separación son interdependientes. La Corte Constitucional ha afirmado que la separación garantiza la autonomía de las confesiones religiosas y evita injerencias indebidas del poder político, derivada del carácter laico del Estado colombiano, que asegura el pluralismo y la igualdad de todas las confesiones.
Este principio también establece una distinción clara entre lo público y lo privado, protegiendo la conciencia y las creencias individuales como asuntos privados ajenos a la función pública.
La neutralidad estatal implica que todas las religiones y creencias deben recibir igual protección, sin importar su predominio social, asegurando la igualdad de oportunidades para el ejercicio de la libertad religiosa, fundamentada en razones laicas y públicas. Además, ésta no significa distanciamiento del Estado respecto a lo religioso, sino una actitud que garantiza la libertad de conciencia y culto sin que las funciones públicas se mezclen con actividades religiosas.
La Sentencia C-152 de 2003 recoge estos principios en una serie de prohibiciones a las autoridades públicas, como no establecer una religión oficial ni realizar actos que promuevan o perjudiquen religiones específicas, manteniendo así la neutralidad y el pluralismo religioso.
Proporcionalidad y necesidad:
El principio de proporcionalidad exige que las medidas adoptadas por el Estado sean adecuadas, necesarias y proporcionales para alcanzar un fin legítimo. La imposición de un juramento religioso no es una medida necesaria ni adecuada para garantizar el cumplimiento de los deberes profesionales de los médicos veterinarios, médicos veterinarios zootecnistas y zootecnistas. Existen otras formas de asegurar el compromiso ético y profesional sin vulnerar derechos fundamentales.
En definitiva, con la integración de Dios en el juramento, el legislador vulneró el estado laico, privilegió una religión en particular, integró al Estado con la iglesia, negó la diversidad y, lo más lesivo, desconoció que la Constitución textualmente no evoca ningún tipo de matiz religioso. 
CARGO NO. 2. reconocimiento de los animales como seres sintientes, y los principios de bienestar animal y ética ambiental (vulneración arts. 8, 79 y 95-8 de la Constitución Política de 1991)
Para sustentar la inconstitucionalidad del artículo 12 de la Ley 576 de 2000, que considera a los animales como "cosas" y medios para el desarrollo humano, se pueden emplear los siguientes argumentos basados en el derecho constitucional colombiano y en el tratamiento de los animales como seres sintientes:
La protección constitucional a los animales
La Corte Constitucional ha subrayado que la Constitución de 1991 estableció nuevos estándares en la relación entre las personas y la naturaleza, otorgando una importancia fundamental a un ambiente sano y promoviendo su conservación y protección. Este enfoque ha llevado a catalogar a la Carta de 1991 como una "Constitución ecológica o verde". Las numerosas disposiciones constitucionales reflejan este reconocimiento, evidenciando un interés superior en la protección ambiental.
La Corte Constitucional, a través de una Constitución comprometida con el medio ambiente y diversos instrumentos normativos e internacionales, ha desarrollado una línea jurisprudencial que prohíbe el maltrato animal. Esta protección es esencial dentro de un país megadiverso, considerando a los animales como parte integral de los ecosistemas .

El artículo 12 de la Ley 576 de 2000, que considera a los animales como "cosas" y medios para el desarrollo humano, es inconstitucional bajo el marco del derecho constitucional colombiano y el tratamiento de los animales como seres sintientes. Esta conclusión se deriva de diversas sentencias de la Corte Constitucional que han establecido precedentes claros sobre la protección y el bienestar animal.

Concepto de Constitución Ecológica

La Corte Constitucional, en la Sentencia T-411 de 1992, estableció el concepto de una "Constitución Ecológica", indicando que el medio ambiente es un concepto complejo que incluye la flora y la fauna. Esto implica que los animales son parte integral del entorno en que se desarrolla la vida humana, y su protección es esencial dentro del marco constitucional.

Derechos fundamentales y ética ambiental:
· La Corte Constitucional ha enfatizado la importancia de la ética ambiental y el deber del Estado y de los ciudadanos de proteger la naturaleza y los animales. El artículo 12 de la Ley 576 de 2000, al no reconocer la sensibilidad y dignidad de los animales, va en contra de estos principios éticos.
· La Sentencia T-622 de 2016 reconoció la importancia de la naturaleza y de los derechos de los animales en el marco del equilibrio ecológico y la protección del medio ambiente.
Reconocimiento Constitucional de los animales como seres sintientes:
La Sentencia T-146 de 2016 reconoció que los animales son seres sintientes, y cualquier trato hacia ellos debe excluir la crueldad y minimizar su sufrimiento. Esta perspectiva es fundamental para revaluar cualquier legislación que considere a los animales como meros objetos.
El artículo 79 de la Constitución Política de Colombia, establece que el Estado protegerá la diversidad e integridad del ambiente, conservando las áreas de especial importancia ecológica y fomentando la educación para el logro de estos fines. El reconocimiento de los animales como seres sintientes está alineado con la protección del medio ambiente.
La importancia que tienen los animales bajo el contexto colombiano actual es tanta, que, en el año 2016, el legislador expidió la ley 1774 de 2016. Esta ley modifica el Código Civil para reconocer a los animales como seres sintientes y establece que deben recibir un tratamiento especial. En dicho marco, considerar a los animales como "cosas" va en contra del espíritu de esta ley y del reconocimiento de su capacidad de sentir.
Protección Constitucional de la fauna
La protección del medio ambiente en la Constitución Política incluye a la fauna. La Ley 84 de 1989 establece una protección especial para los animales contra el sufrimiento y dolor infligidos por humanos. Posteriormente, la Ley 1774 de 2016 reafirmó esta protección, reconociendo a los animales como seres sintientes y prohibiendo el maltrato animal.
Protección de la Diversidad e Integridad Ambiental
En la Sentencia T-760 de 2007, la Corte precisó que los recursos naturales no están a la disposición arbitraria del ser humano, sino bajo su cuidado. Esto incluye la prohibición de la caza indiscriminada de animales, reafirmando que la relación entre los seres humanos y la naturaleza está delimitada por pautas que aseguran la protección de la diversidad e integridad ambiental.
Inexequible norma que permitía por razones estéticas mutilar o alterar el cuerpo de los animales vivos
La Corte Constitucional declaró inexequible la expresión “estética” contenida en el literal c) del artículo 6 de la Ley 84 de 1989, por la cual se adopta el Estatuto Nacional para la Protección de los Animales, en lo que tiene que ver con las razones para remover, destruir, mutilar o alterar cualquier miembro, órgano o apéndice de un animal vivo.
Animales de compañía son inembargables
La Sentencia C-408 de 2024 incluyó a los animales de compañía en el listado de bienes que no pueden embargarse, con el fin de proteger los derechos fundamentales de los tenedores de animales de compañía al libre desarrollo de la personalidad, a la intimidad personal y familiar y garantizar así el principio de dignidad humana, del cual se deriva un deber de protección animal.
Bienestar animal como principio Constitucional
La Sentencia C-666 de 2010 establece que el bienestar animal es un elemento inherente al desarrollo del principio de solidaridad en un Estado social. Reconoce que los animales son seres sintientes y que los seres humanos tienen la obligación de actuar con respeto hacia ellos, limitando su libertad de configuración legislativa en base a fundamentos de dignidad humana.
Protección de la fauna y el medio ambiente
En la Sentencia T-608 de 2011, la Corte afirmó que los animales están dentro de la esfera de protección de la naturaleza y el medio ambiente. Esta protección no puede ser meramente utilitarista, sino que debe considerar a los animales como seres vivos que interactúan en la preservación del medio ambiente.
Prohibición de maltrato animal
En la Sentencia C-283 de 2014, la Corte consideró ajustada a la Constitución la prohibición del uso de animales silvestres en circos, subrayando la protección de los animales a través de deberes morales y solidarios. Esta medida refuerza la prohibición de maltrato, reflejando una moral política y conciencia de responsabilidad humana hacia otros seres.
Derechos fundamentales y protección del medio ambiente
La Sentencia T-095 de 2016 aseguró que el medio ambiente es un derecho constitucional fundamental. Sin embargo, su protección a través de la acción de tutela se matiza debido a la existencia de otros mecanismos judiciales eficaces. La protección del bienestar animal es un mandato constitucional, aunque no se traduzca en derechos fundamentales exigibles por tutela.
Bienestar animal y normas de protección
En la Sentencia C-467 de 2016, la Corte afirmó el deber constitucional de protección animal, estableciendo que el bienestar animal incluye no ser sometidos a condiciones que generen sufrimiento, hambre, incomodidad, enfermedades o miedo, y tener la posibilidad de manifestar su comportamiento natural.
Límites constitucionales y proporcionalidad
La Sentencia C-045 de 2019 indicó que la protección animal debe armonizarse con otros derechos, estableciendo criterios de razonabilidad o proporcionalidad. Esta protección encuentra límites admisibles en la libertad religiosa, hábitos alimenticios, investigación médica y algunas manifestaciones culturales.
Prohibición Constitucional al maltrato animal
La Sentencia SU-016 de 2020 destacó la protección de los animales silvestres como seres sintientes con valor propio, reafirmando la prohibición constitucional del maltrato animal.
Pesca deportiva y protección animal
Finalmente, la Sentencia C-148 de 2022 declaró inconstitucional la pesca deportiva, al considerar que infringe el interés superior de protección del medio ambiente y la prohibición de maltrato animal. Esto subraya que cualquier actividad que implique crueldad hacia los animales es incompatible con la protección constitucional del medio ambiente.
Rechazo al antropocentrismo
La Corte Constitucional rechaza una visión antropocéntrica que coloca al ser humano como el centro del universo con facultad ilimitada sobre su entorno. Igualmente, rechaza una visión utilitarista del medio ambiente, considerándolo sólo como un instrumento para satisfacer diversas finalidades.
La Sentencia T-436 de 2014 señaló que la jurisprudencia ha superado una visión antropocéntrica para adoptar una visión cosmocéntrica, donde la relación entre humanos y animales se alinea con los principios de la Constitución Ecológica. Un ambiente sano es un derecho fundamental, y su protección incluye la fauna y la flora.
Ahora bien, bajo el supuesto del antropocentrismo, “el hombre debe proteger la naturaleza porque tiene un compromiso –algo así como de hermano mayor- con su entorno y, por supuesto, con las generaciones venideras.”
Perspectivas de protección animal
La protección animal en la jurisprudencia de la Corte Constitucional se manifiesta en dos perspectivas: la protección de la fauna para mantener la biodiversidad y el equilibrio natural, y la protección contra el maltrato y la crueldad sin justificación. Esta última refleja una conciencia moral y política sobre la responsabilidad humana hacia otros seres sintientes.
Deber Constitucional de protección animal
La protección de los recursos naturales, basada en los artículos 8, 79 y 95-8 de la Constitución, y el principio de dignidad humana en los artículos 1 y 94, derivan en un deber constitucional de protección animal. Este deber incluye restricciones a actividades que impliquen crueldad contra los animales o que nieguen la obligación de proporcionarles bienestar. La Corte Constitucional ha reconocido que este deber involucra la prohibición de maltrato y protege a los animales como seres sintientes, aplicando una protección diferenciada según la especie involucrada. El Congreso de la República es el encargado de adoptar normas en esta materia, garantizando el principio democrático.
Los artículos 8, 18, 19, 79 y 95-8 de la Constitución Política de Colombia, junto con el principio de dignidad humana, previsto en los artículos 1 y 94 de la Carta Magna, consagran el deber de protección de los recursos naturales, cuestión que hace que se derive el deber constitucional de protección a los animales, cuyo contenido implica restricciones respecto de la realización de actividades que conlleven crueldad contra ellos o, en general, que contradigan o nieguen la obligación de proporcionar bienestar a los animales que, en alguna medida, dependan o se relacionen con los seres humanos, así, como el precedente constitucional que consagró como premisa fundamental el reconocimiento de los animales como seres sintientes.
En tal sentido, creemos que la propia dignidad humana impone un principio de reconocimiento y de respeto hacia las demás formas de vida que tienen capacidad de sentir. Dentro de esta aproximación, aunque la persona es el fin primordial del Estado, y aunque su consideración moral constituye la piedra angular de la Constitución Política, la noción misma de dignidad, que envuelve un principio de solidaridad respecto de todas las formas de vida sintientes, genera obligaciones respecto de los animales.
En definitiva, si bien los animales no tienen dignidad, la que tiene el ser humano le prohíbe actuar irrazonablemente, infligiendo sufrimiento por capricho, a quienes son seres sintientes
Medio ambiente y derecho a la vida
La protección del medio ambiente se considera un derecho fundamental, esencial para la vida humana. Sin embargo, la jurisprudencia ha ajustado su protección mediante la acción de tutela, considerando la existencia de mecanismos judiciales eficaces y la dificultad en determinar un derecho subjetivo.
La Constitución Política de 1991 consagra una protección integral al medio ambiente y reconoce a los animales como seres sintientes que merecen respeto y protección por parte del Estado y la sociedad. La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha establecido de manera consistente que los animales no pueden ser considerados como meros objetos o cosas, sino como partes esenciales del entorno natural cuya integridad debe ser preservada.
El artículo 12 de la Ley 576 de 2000, que considera a los animales como "cosas" y medios para el desarrollo humano, contravienen los principios constitucionales de protección ambiental y bienestar animal. Estas disposiciones perpetúan una visión antropocéntrica y utilitarista que ha sido superada por la evolución jurisprudencial y normativa que reconoce la necesidad de una relación respetuosa y ética con los seres vivos.
La Corte Constitucional ha reiterado en diversas sentencias (T-411 de 1992, T-760 de 2007, C-666 de 2010, T-608 de 2011, T-436 de 2014, C-283 de 2014, T-095 de 2016, T-146 de 2016, C-467 de 2016, C-045 de 2019, C-133 de 2019, SU-016 de 2020, C-148 de 2022) que el bienestar animal es un componente fundamental del desarrollo sostenible y del principio de solidaridad, y que cualquier normativa que los considere como meros objetos es inconstitucional.
En virtud de lo anterior, se solicita respetuosamente a la Corte Constitucional declarar la inexequibilidad del artículo 12 de la Ley 576 de 2000, por ser contrario a los principios de protección del medio ambiente y de bienestar animal establecidos en la Constitución Política de 1991 y desarrollados ampliamente en la jurisprudencia de este tribunal. La protección y reconocimiento de los animales como seres sintientes es un imperativo constitucional que debe prevalecer sobre cualquier disposición legislativa que los degrade a la categoría de cosas.
3.1. Competencia y trámite
La Corte Constitucional es competente para conocer esta demanda, en virtud de lo establecido en artículo 241 de la Constitución Política. El trámite que debe seguir la presente demanda es el señalado en el Decreto 2067 de 1991 y las disposiciones que la adicionen y complementen, de conformidad con lo dispuesto, también, en el Reglamento de la Corte Constitucional.
3.2. Inexistencia de cosa juzgada
Es de señalar que no se presenta cosa juzgada constitucional, puesto que, a la fecha de la presentación de esta demanda, si bien las disposiciones constitucionales sí han sido objeto de análisis constitucional por los cargos que aquí se censuran (Sentencia C-395/23), en mencionada providencia la Corte resolvió declararse ‘inhibida’ para adoptar un pronunciamiento de fondo en contra de los artículos 9 y 12 (parciales) de la LEY 576 DE 2000, por ineptitud sustantiva de la demanda. Por ende, la Corte Constitucional se encuentra habilitada para ejercer, de fondo, el control de constitucionalidad, debido a que nunca lo ha hecho.
3.3. Inconstitucionalidad sobreviniente: jurisprudencia constitucional aplicable
Las disposiciones normativas demandadas sufren de una inconstitucionalidad sobreviniente.
Como lo ha sostenido esta Corporación, el fenómeno de la inconstitucionalidad sobreviniente ocurre cuando 1) se produce una modificación de las normas constitucionales o 2) de las normas que integran el bloque de constitucionalidad. A partir del cambio del parámetro, como es obvio, el juicio de constitucionalidad puede variar en su resultado, de tal suerte que lo que antes resultaba incompatible con la Constitución (art. 4 CP) ahora no lo sea y viceversa. Cuando ocurre una inconstitucionalidad sobreviniente, “sobreviene igualmente el deber de la Corte Constitucional de repararla”19.
Así, con la promulgación de la Constitución de 1991 el ordenamiento jurídico para entonces vigente se vio sujeto a un parámetro de control superior distinto, contenido en el nuevo texto constitucional. De este modo, normas jurídicas que pudieron estar conformes con la anterior Constitución de 1886 pueden ahora resultar incompatibles con el nuevo código fundamental. Esta situación refleja uno de los modos en que ocurre el fenómeno de la inconstitucionalidad sobreviniente20.
Si bien las consecuencias de la inconstitucionalidad sobreviniente no han sido un tema pacifico en la jurisprudencia, esta Corporación, en la Sentencia C-110/23, convino unificar su jurisprudencia y 19 Corte Constitucional. Sentencia C-560/19. M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez.
20 Corte Constitucional. Sentencia C-110/23. M.P. Cristina Pardo Schlesinger

ordenar que, ante demandas contra normas afectadas por una inconstitucionalidad sobreviniente, lo que procede es pronunciarse sobre el fondo del cargo21 y no la inhibición, por derogatoria tácita.
En el caso que se demanda, las normas cuestionadas padecen de una inconstitucionalidad sobreviniente, pues, al momento de expedirse el Decreto 1260 de 1970 el parámetro de control superior era la Constitución Política de 1886, cumpliéndose, en ese momento, el juicio de conformidad entre ambas normas, pues la única situación jurídica en la familia y la sociedad era el matrimonio. No obstante, con la expedición de la Constitución Política de 1991, se rompe la simetría, siendo las disposiciones normativas contrarias al “nuevo” parámetro de control superior, tal y como se ha sostenido a lo largo de esta acción pública de inconstitucionalidad. En consecuencia, las normas demandadas sufren de una inconstitucionalidad sobreviniente (tal y como se expuso a profundidad en la sección segunda de esta API), que debe ser remediada por este Tribunal a través de una Sentencia de exequibilidad condicionada.
3.4. Vigencia de la norma demandada
La norma demandada se encuentra vigente en nuestro ordenamiento jurídico y, por ende, su control de validez constitucional resulta factible.
3.5. Legitimación en la causa y anexos
La presente demanda de inconstitucionalidad se presenta con fundamento en los artículos 40 y 242 de la Constitución Política de Colombia, así como de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 del Decreto 2067 de 1991.
Los demandantes somos ciudadanos colombianos en ejercicio de nuestras capacidades y derechos políticos. Para acreditar lo anterior se aporta, como anexo en archivo separado, copia de la cédula de ciudadanía de cada uno de los suscritos.
3.6. Notificaciones
Quedamos dispuestos a atender cualquier requerimiento y, para estos efectos, podemos ser notificados a través de los siguientes correos: carolinadosm@gmail.com, carlosgomez777@gmail.com, carlos.gomezgarcia@upb.edu.co  teléfono: 3002092184, Calle 32 #81b -50 bl 6 apto 402.
De esta manera, agradeciendo la atención prestada, del honorable Magistrado Sustanciador y de los honorables magistrados y magistradas de la Sala Plena, con respeto, se suscriben,

21 Ibidem.
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